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Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa Cabán, la Juez 

Brignoni Mártir y el Juez Ronda Del Toro 

 
Ronda Del Toro, Juez Ponente 

 

RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de junio de 2022. 

El peticionario, Israel Ramos Guzmán nos solicita que 

revoquemos la Resolución emitida el 9 de mayo de 2022 por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Humacao.  Mediante esta, el TPI denegó la solicitud de 

desestimación al amparo de la Regla 64 (P) de Procedimiento 

Criminal.  

Por los fundamentos que exponemos a continuación, 

DENEGAMOS la expedición del auto de certiorari.  

I. 

En noviembre de 2021, el Ministerio Público presentó una 

denuncia en contra de Israel Ramos Guzmán, por infracción al 

Artículo 5.061 de la Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico, 

según enmendada, Ley 22-2000, 9 LPRA sec. 5126, por hechos 

 
1 Artículo 5.06 Carreras de competencia o regateo, concursos de velocidad y 

concursos de aceleración. (9 LPRA sec. 5126) (A) Se prohíben terminantemente 

las carreras de competencia, los concursos de velocidad y los concursos de 

aceleración en las carreteras estatales y municipales de Puerto Rico cuando las 

mismas no sean autorizadas por el Secretario.  
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ocurridos el 7 de noviembre de 2021. Surge de la denuncia lo 

siguiente: “allá en o para el 7 de noviembre de 2021, y en 

Maunabo, Puerto Rico, que forma parte de la Jurisdicción del 

Tribunal de Primera Instancia de Puerto Rico, Sala de Humacao, 

ilegal, voluntaria, maliciosa a sabiendas y con intención criminal, 

mientras conducía el vehículo de motor marca Porche, año 2021, 

color gris, tablilla JSL-551, por la Carr. 53, Km 49.06, Túnel de 

Maunabo, Maunabo, Puerto Rico, la cual es una vía pública de 

Puerto Rico, lo hacía Regateando (Echando carreras o 

competencia de aceleración y velocidad), donde las mismas son 

prohibidas por el Secretario de Transportación y Obras Pública, lo 

hacía en unión al vehículo de motor, marca Nissan Modelo GTR, 

año 2017…”2.   

El 30 de noviembre de 2021, se llevó a cabo una vista en la 

que se determinó causa probable por el delito imputado.  En la 

audiencia, testificó el agente Roberto Cabrera Ramos, quien fue 

interrogado y contrainterrogado.  De conformidad a la prueba 

escuchada, el foro primario determinó que “se satisfizo con el 

estándar probatorio para esta etapa”. Consecuentemente, 

determinó causa por violación al artículo 5.06 de la Ley 22, supra.3 

El 23 de marzo de 2022 el señor Ramos Guzmán solicitó la 

desestimación del caso, al amparo de la Regla 64 (P) de 

Procedimiento Criminal4, bajo el fundamento de que existe una 

ausencia total de prueba de los elementos del delito imputado. 

El 31 de marzo de 2021, el Ministerio Público presentó una 

Contestación a moción solicitando desestimación al amparo de la 

 
2 Apéndice I pág. 2 y apéndice II, pág. 2. 
3 Vista del 30 de noviembre de 2021, pág. 33. 
4 Regla 64, 34 LPRA Ap. II. R. 64. “(p) Que se ha presentado contra el acusado 

una acusación o denuncia, o algún cargo de las mismas, sin que se hubiere 

determinado causa probable por un magistrado u ordenado su detención para 

responder del delito, con arreglo a la ley y a derecho.” 
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Regla 64 (P) y debido proceso de Ley.  El 12 de abril de 2021 el 

señor Ramos Guzmán presentó una Dúplica a contestación del 

Ministerio Público a la solicitud de desestimación, al amparo de la 

Regla 64 (P) y el debido proceso de ley. En síntesis, reiteró su 

alegación de que el Ministerio Público no presentó evidencia de 

todos los elementos del delito imputado al acusado.  Sostuvo que 

no se configuran todos los elementos del regateo, Artículo 1.87 de 

la Ley de Tránsito5, supra. 

Atendidos los argumentos de las partes, el 9 de mayo de 

2022 el foro primario emitió una Resolución disponiendo del 

asunto.   El foro primario indicó que “escuchó la grabación de los 

procedimientos llevados a cabo durante la determinación de causa 

para arresto celebrada el 30 de noviembre de 2021”.  Luego de 

evaluar el derecho aplicable el Tribunal entendió que con la prueba 

y el testimonio presentado la Jueza hizo su determinación 

conforme a derecho.   En especial el foro primario indicó que las 

declaraciones del testigo merecieron la credibilidad del tribunal.  A 

su vez, agregó que “entiende que se presentó prueba sobre los 

elementos del delito imputado, Art. 5.06 de la Ley 22-2020 y la 

conexión con el señor Israel Ramos Guzmán, por lo que no hubo 

ausencia total de prueba.  El Tribunal dio entera credibilidad al 

testimonio y determinó causa conforme a derecho, por lo que no 

procede la desestimación”.6 

Inconforme, el 7 de junio de 2022 el señor Ramos Guzmán 

acude a este foro intermedio y, nos indica que incidió el TPI al: 

Determinar causa probable para arresto cuando no 

recibió la prueba probable para poder creer que se 
cometió el delito imputado en la denuncia, en patente 

y crasa violación al debido proceso de ley del acusado. 

 

 
5 9 LPRA sec. 5001. 
6 Apéndice, pág. 22. 
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Examinado el Recurso de Certiorari presentado por la parte 

peticionaria el 7 de junio de 2022, le concedimos término a la 

parte recurrida para que compareciese no más tarde del viernes, 

1 de julio de 2022.   

Pendiente el recurso ante nuestra consideración, el día de 

ayer, 21 de junio de 2022, el señor Ramos Guzmán presentó una 

Moción Solicitando Paralización de los Procedimientos en Auxilio 

de la Jurisdicción de este Honorable Tribunal.  Fundamentó su 

petición en que el juicio está pautado para el próximo miércoles, 

29 de junio de 2022. 

Examinada la petición de Ramos Guzmán, con el propósito 

de lograr el más justo y eficiente despacho de los procedimientos, 

a tenor con la Regla 7 (B)(5)7 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, dejamos sin efecto nuestra orden del 9 de junio de 

2022 y prescindimos del escrito del recurrido.  Disponemos.  

II. 

El auto de certiorari es el recurso extraordinario mediante el 

cual un tribunal de jerarquía superior puede revisar, a su 

discreción, una decisión de un tribunal inferior. Pueblo v. Díaz de 

León, 176 DPR 913, 917 (2009).     

Con el fin de que podamos ejercer de una manera sensata 

nuestra facultad discrecional de entender o no en los méritos de 

los asuntos que son planteados mediante el recurso, la Regla 40 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, 

R. 40, señala los criterios que debemos tomar en consideración al 

atender una solicitud de expedición de un auto de Certiorari.  La 

referida regla dispone lo siguiente:    

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 

criterios al determinar la expedición de un auto 
de certiorari, o de una orden de mostrar causa:   

 
7 4 LPRA Ap. XXII-B. 
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A.  Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida a diferencia de sus fundamentos son 

contrarios a derecho.       
 

B.  Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.    

 
C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso 

y manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.    

 
D.  Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.  

   

E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta 
el caso es la más propicia para su consideración.  

   
F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causa un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del 

litigio.  
    

G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.  

   

Distinto al recurso de apelación, el auto de certiorari, por 

ser un recurso discrecional, los tribunales debemos utilizarlo con 

cautela y por razones de peso. Pueblo v. Díaz de León, supra, pág. 

918.  El Tribunal Supremo ha indicado que la discreción significa 

tener poder para decidir en una u otra forma, esto es, para 

escoger entre uno o varios cursos de acción. Pueblo v. Rivera 

Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009); García v. Padró, 165 DPR 

324, 334 (2005); Pueblo v. Ortega Santiago, 125 DPR 203, 211 

(1990).   El adecuado ejercicio de la discreción judicial está 

“inexorable e indefectiblemente atado al concepto de la 

razonabilidad”. Pueblo v. Ortega Santiago, supra, pág. 211.  Así 

pues, un tribunal apelativo no intervendrá con las determinaciones 

discrecionales de un tribunal sentenciador, a no ser que las 

decisiones emitidas por este último sean arbitrarias o en abuso de 

su discreción. Pueblo v. Rivera Santiago, supra, pág. 581; S.L.G. 

Flores, Jiménez v. Colberg, 173 DPR 843 (2008).   
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III. 

 En su recurso, el peticionario alega que no se presentó 

evidencia de todos los elementos del delito imputado en la 

denuncia, por lo que, el TPI incidió al determinar causa probable. 

Disponemos. 

El Tribunal Supremo ha expresado que “a la hora de analizar 

una moción de desestimación al amparo de la Regla 64(p), se 

debe examinar la prueba desfilada en la vista preliminar, y 

determinar si esa prueba establece la probabilidad de que estén 

presentes cada uno de los elementos del delito y que el imputado 

lo cometió”. Pueblo v. Rivera Cuevas, 181 DPR 699, 708 (2011). 

Asimismo, ha indicado que “solo procede desestimar la acusación 

ante un caso claro de ausencia total de prueba sobre uno o varios 

elementos del delito, o en cuanto a si el imputado lo cometió. 

Pueblo v. Rivera Cuevas, supra, págs. 708-709; Véase, Pueblo v. 

Rivera Vázquez, 177 DPR 868 (2010).   

Evaluamos que la juez de instancia, al denegar la moción de 

desestimación, emitió una Resolución debidamente 

fundamentada, en la cual le explicó al peticionario la razón por la 

cual no procedía su petición.  Para ello, el foro primario escuchó 

la grabación de la vista de determinación de causa, celebrada el 

30 de noviembre de 2021.  A su vez, el foro evaluó el derecho 

aplicable a la petición de desestimación, a tenor con la Regla 64 

(P) de Procedimiento Criminal, en conjunto al delito imputado del 

Artículo 5.06 de la Ley Núm. 22-2020. Tras ello concluyó que se 

presentó prueba sobre los elementos del delito imputado y la 

conexión con el señor Ramos Guzmán, por lo que no hubo 

ausencia total de prueba.   

Luego de examinar detenidamente la resolución recurrida, 

la transcripción y los argumentos del señor Ramos Guzmán en su 
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recurso, no vemos cumplidos ninguno de los criterios de la Regla 

40 de nuestro Reglamento, supra, que amerite ejercer nuestra 

función discrecional, para variar la determinación del foro primario   

Tampoco se nos demostró ninguna otra razón que justifique la 

expedición del auto solicitado.  

IV. 

Por los fundamentos aquí expuestos, Denegamos el auto de 

certiorari y consecuentemente la moción en auxilio de jurisdicción 

presentada el 21 de junio de 2022.  Así, denegadas, se ordena la 

continuación de los procedimientos, conforme a lo aquí resuelto.  

Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 


